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Habían tardado los partidos en sacar las uñas y los obuses, aunque varias piezas de guerra estaban preparadas y todo podía empezar en cualquier momento, como ocurre justamente al darse el toque de salida con el debate de cuatro de los cinco postulantes. Si bien en esta parte de la lid todos irán contra todos, los principales blancos son los partidos llamados mayores -o que reúnen mayor número de simpatizantes—Revolucionario Institucional (PRI), Acción Nacional (PAN) y de la Revolución Democrática (PRD). El tiro más concentrado debió ser de algún partido contra otro, pero en vez de ocurrir de ese modo vino de la reversión de un estudio encargado precisamente por la jefa de la campaña del candidato panista, Felipe Calderón Hinojosa, Josefina Vázquez Mota cuando era la titular de la

Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol). Esta dependencia del ejecutivo federal responsable de los programas sociales, especialmente

Oportunidades que tienen acciones en dinero y en especie, supuestamente a favor de los más pobres, es el instrumento ideal para relacionar al poder con muchos y obtener favor que con favor se paga. Cuando Josefina renunció a Sedesol para irse a la campaña de Calderón se supuso de inmediato el manejo electoral de sus enlaces con loa casi cinco millones de beneficiarios, además porque parte de su equipo la acompaña en su nueva fase Con bombo y platillo se anunció meses antes la elaboración de un estudio por terceros para blindar esos programas contra su abuso electoral.
 Participaron el Centro Internacional de El Colegio de México, el Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social, Berumen y Asociados, Fundar, el Centro de Análisis e Investigación y el de Probabilística. Los estudios probaron el uso electoral que habían tenido dichos programas en diversas entidades y sugirieron mecanismos para impedir que eso siguiera ocurriendo, pero, y aquí surge la acusación, según los mismos que los elaboraron, aunque quedaron terminados desde diciembre pasado ni Vázquez Mota, titular de Sedesol entonces ni Ana Teresa Aranda, su sucesora, atendieron a su autorización y aprobación. En sus reseñas de campaña, los periódicos suelen mencionar la presencia de beneficiarios de Oportunidades rellenando los mítines de Calderón. Por su parte, María de los Ángeles Fromow Rangel, fiscal especial para la Atención de Delitos Electorales reveló haber recibido hasta el momento 90 denuncia, 60 de las cuales están en curso de investigación e incluyen a algunos altos funcionarios. Sin embargo espera que el grueso de las denuncias ocurra en los próximos tres meses, inclusive otras más todavía en agosto. A propósito el PAN dijo que acusó bajo la firma de su representante ante el Instituto Federal Electoral, Germán Martínez Cazares, de delito electoral al coordinador parlamentario de los diputados del PRD, Pablo Gómez, por desviar recursos públicos al haber pagado la tira cómica "Las Mentiras de Calderón" en defensa de Andrés Manuel López Obrador. Y en el IFE el PAN tiene pendiente todavía el fallo por los tiempos de adelanto electoral de que lo acusa el PRD, bomba que le puede estallar a alto costo. 

Mientras tanto todo mundo mira el quinto atril en tanto escucha a los cuatro participantes y ver si cumplen su control de dichos.
